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	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	TERCERA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE: 789/2022.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: ORGANISMO INTERMUNICIPAL DE METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE  CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ, Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ.  I.N.T.E.R.A.P.A.S.

	MAGISTRADO: JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: AUSTREBERTO REGIL GONZÁLEZ


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a veintitrés de noviembre de dos mil veintidós.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 789/2022, promovido por la Persona Moral denominada**********, contra actos del Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez.
RESULTANDO
1.- Por escrito presentado ante este Tribunal el 24 de agosto de 2022 dos mil veintidós, el C.**********, como apoderado de la Persona Moral denominada **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra de Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez, y por el acto que hizo consistir en el oficio número IN/DC/0686/22, de fecha treinta de junio de dos mil veintidós, emitido por el Director de Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS).
En auto del 6 seis de septiembre de 2022 dos mil veintidós, se admitió la demanda. Las Autoridades Demandadas fueron debidamente notificadas y emplazadas.

2.-  Substanciado que fue en cada una de sus etapas, a las 09:00 nueve horas del 4 cuatro de noviembre 2022 dos mil veintidós, se dio inicio a la audiencia final, sin asistencia de las Partes; en el desahogo de la audiencia se dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales dada su naturaleza y se hizo constar que no había pruebas pendientes de desahogo; después en la etapa de alegatos se agregaron los escritos de las partes, por lo que se les tuvo por hechas las manifestaciones ahí contenidas, y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer, substanciar y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo, de conformidad con los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7 fracción III, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, por tratarse de una controversia de carácter fiscal, suscitada entre un particular y el Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez, derivado de una resolución en el que dicha autoridad determinó en cantidad líquida una obligación fiscal, respecto de la cual, los citados preceptos le confieren competencia.
SEGUNDO.- La personalidad del C.**********, como apoderado de la Persona Moral denominada **********, se encuentra plenamente acreditada en términos del artículo 219 párrafo segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la documental consistente en el acta Constitutiva de la Persona Moral citada, que consta en el acta ocho mil setenta y cuatro, del tomo trescientos setenta de fecha 6 seis de enero de 2003 dos mil tres, del protocolo de la Notaría Publica número 28 veintiocho, del Primer Distrito Judicial del Estadio, a cargo del Licenciado Carlos Alberto Ordoñez Voguel.

En el caso, el interés jurídico de la Parte Actora está plenamente acreditado, con las documentales que la Parte Actora exhibió con el escrito de demanda, consistentes: a) El oficio número IN/DC/0686/22, de fecha treinta de junio de dos mil veintidós, emitido por el Director de Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, en donde consta la resolución impugnada, misma que fue emitida en perjuicio de la Parte Actora;  b) la Impresión del comprobante de operación de transferencia bancaria realizada por la Parte Actora a la Autoridad Demandada; y c) La representación gráfica del Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI) emitido por la Autoridad Demandada en favor de la Parte Actora.
De la valoración conjunta de las documentales pública y privadas referidas en el párrafo anterior, se desprende con toda claridad que el Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez determinó un crédito fiscal a cargo de la Parte Actora, mismo que fue pagado mediante transferencia bancaria, y de la que derivó la expedición del Comprobante Fiscal Digital por Internet; en ese orden de ideas, es incuestionable que a la Parte Actora le existe interés jurídico para controvertir la determinación del crédito fiscal.
Por su parte, el Licenciado José Antonio Lugo Álvarez, acreditó su personalidad como Director Jurídico del Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez, en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada del nombramiento expedido a su favor, mismo que es visible en la foja 79 setenta y nueve del expediente en que se actúa.
A las referidas documentales públicas y privadas se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.

TERCERO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria no hay causales de improcedencia o sobreseimiento que hacer valer de oficio.
Por su parte, la Autoridad Demandada no hace valer causales de improcedencia o sobreseimiento.
CUARTO.- La Litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo se integra en las posturas divergentes de las partes, que se concretan en lo siguiente.

A efecto de dar contexto, a la litis del presente juicio, se debe decir, que la resolución determinante del crédito fiscal tiene como antecedente, que la Parte Actora es un desarrollador inmobiliario, por lo cual solicitó la Demandada Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez, la autorización de pago de 78 tomas de agua, del Macrolote 7, del Desarrollo Inmobiliario “El Toro”, ubicado en Soledad de Graciano Sánchez, por lo cual efectuó el pago, se le expidió una factura y una resolución en que se determinó el crédito fiscal a su cargo, por concepto de derechos por incorporación de nuevos fraccionamientos, para 78 setenta y ocho tomas de agua potable; inconforme con la determinación del crédito fiscal la Parte Actora promovió el presente Juicio Contencioso Administrativo.
La parte Actora formula tres conceptos de impugnación, en los que controvierte tres aspecto torales de la resolución determinante del crédito fiscal, lo que aduce es un doble cobro de derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos previsto en la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios del Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez para el ejercicio fiscal 2022 (en adelante Ley de Cuotas y Tarifas); la aplicación de una “Indexación” a las cuotas o tarifas previstas en la citada Ley, y la negativa lisa y llana de la causación del derecho por conexión al tratamiento de aguas residuales de la misma Ley.
En los conceptos de impugnación, la Parte Actora aduce sustancialmente lo siguiente:
a) En el primero de los conceptos de impugnación, la Parte Actora aduce que el artículo 16 de la Ley de la Ley de Cuotas y Tarifas
, establece el cobro por concepto de: a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de Drenaje; c) Derechos de extracción; y d)  Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo); que derivado de ello se debe apreciar que tanto en la primera tabla como en la segunda tabla se establece el cobro de los mismos conceptos para casa habitación,  y que esto se corrobora con el contenido de la tercera tabla que se refiere a departamentos en donde también se cobran los mismos conceptos, por lo cual no es correcto considerar que se establecieron dos tarifas acumulativas en tratándose de casas, y una sola tarifa para departamentos, ya que eso atentaría contra el principio de equidad y proporcionalidad de las contribuciones, pues se refieren a los mismos conceptos ya señalados; Adicionalmente aduce que para respetar el principio de equidad y proporcionalidad tributaria se debe considerar que las cuotas previstas en la primera y segunda tabla están relacionadas, es decir que la primera presenta el concepto completo de infraestructura, y en la segunda se desglosa dicho concepto en sus cuatro componentes a saber: a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de Drenaje; c) Derechos de extracción; y d)  Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo); Aduce además que en la resolución impugnada, en la primera tabla se liquidó que carece de todo sustento, ya que se estableció como concepto de cobo “medio”, lo que no indica cual es el objeto del cobro, por lo cual el cobro carece de todo sustento en cuanto al objeto de cobro de derechos, puesto que no se vincula con lo establecido en el artículo 16 de la Ley de Cuotas y Tarifas, por lo que carece de todo sustento jurídico, que ello obedece a la ausencia del elemento objeto de la contribución diferenciado, es decir, que se trate de un concepto diferente del de infraestructura, que se descompone en : a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de Drenaje; c) Derechos de extracción; y d)  Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo), por lo que es evidente el doble por el mismo concepto de infraestructura, pues son los referidos elementos en que se descompone el concepto de infraestructura, los que están previstos en el artículo 16 párrafo primero y segunda tabla; Aduce además que las tarifas previstas en el artículo 16 primar párrafo, primera tabla y segunda tabla, no establecen un doble cobro por los mismos conceptos, sino una sola tarifa y su desglose, y que la incongruencia entre ambas es más un aspecto de incongruencia interna, que de un cobro diferenciado; aduce también, que aun considerando que son dos tarifas diferentes, le corresponde a la autoridad establecer de manera fundada y motivada cual de las dos tarifas aplica en cada caso concreto, ya que ambas se refieren al concepto de infraestructura que se descompone en: a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de Drenaje; c) Derechos de extracción; y d) Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo), por lo que no pueden considerarse adicionales y acumulativas; para concluir el primer concepto de impugnación, la Parte Actora aduce una diversa interpretación del artículo 16 párrafo primero tablas primera y segunda de la Ley de Cuotas y Tarifas, en el sentido de que de considerarse dos tarifas diferentes y acumulativas, las tarifas previstas en las dos tablas, se debe considerar que la prevista en la primera tabla es por unidad de fraccionamiento que se incorpore, es decir cada fraccionamiento deberá pagar la tarifa y no cada casa, a efecto de no considerar un cobro doble por los mismos conceptos;
b) En el segundo de los conceptos de impugnación, la Parte Actora se duele de que en la resolución determinante del crédito fiscal, se aplicaron tarifas diferentes a las previstas en los artículos 7, 11 y 16 de la Ley de Cuotas y Tarifas
, y que ello se debe a que se aplicó para el cobro la denominada “indexación” prevista en el artículo Sexto Transitorio del decreto de la Ley de Cuotas y Tarifas, lo que es ilegal por ser contrario a lo que dispone el artículo 2° del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que establece la aplicación estricta, y en ese contexto el artículo Sexto Transitorio únicamente es aplicable a las  tarifas de los servicios de agua, domestico, comercial, público e industrial, ya sea en servicio medido o cuota fija, a que se refieren los artículo 4, 5 y 6 de la Ley de Cuotas y Tarifas, además de que el artículo sexto transitorio debe ser interpretado de conformidad a lo que dispone el artículo 175 de la Ley de Aguas del Estado, que establece que las cuotas y tarifas se podrán actualizar cada que el índice nacional de precios al productor  en un 5% cinco por ciento anual, y que corresponde al prestador de servicios, presentar la propuesta de ajuste correspondiente, y al Congreso del Estado le corresponde autorizar la propuesta y ordenar su publicación en el Periódico Oficial del Estado para convertirse en obligatoria, por lo que al artículo no dispone que se deba aplicar una indexación directamente, sino que el Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez debe enviar una propuesta al Congreso del Estado para su aprobación y posterior publicación, y que no se trata de una actualización, ya que esta únicamente opera cuando la contribución no se ha pagado en tiempo;
c) En el tercero de los conceptos de impugnación, la Parte Actora se duele de que en la resolución determinante del crédito fiscal, indebidamente se le determinó el pago de derecho por concepto de Tratamiento de Aguas Residuales, respecto del cual niega lisa y llanamente encontrarse en la hipótesis legal de causación, ya que por una parte no está previsto en los derechos por incorporación de nuevos fraccionamientos a que se refiere el artículo 16 de la Ley de Cuotas y Tarifas, y que el artículo 11 de la misma Ley que refiere a la conexión al servicio de tratamiento de aguas residuales, no establece como sujeto al fraccionador, por lo que no puede suponerse  o asumirse como sujeto de la contribución, además que es inviable el cobro del servicio por conexión al tratamiento de aguas residuales, si las aguas residuales son conducidas por el drenaje, y el citado artículo 16 prevé el pago de la conexión al drenaje.
Por su parte, en la contestación de la Autoridad Demandada formula los siguientes argumentos:
a) Que el artículo 16 de la Ley de Cuotas y Tarifas, contempla cuotas y tarifas diferentes, ya que en la primera tabla se contempla la tarifa por concepto de incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos  a que se refiere el capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, la que se determina de acuerdo a los metros cuadrados de construcción de vivienda; siendo que, en la segunda tabla y la tercer tabla se contemplan las cuotas por infraestructura concernientes a  la conexión a la red de agua potable,  conexión a la red de drenaje sanitario, derechos de extracción e infraestructura adicional, que consideran la zona de factibilidad y la clasificación por uso, como lo indica el artículo;
b) Que de acuerdo con lo anterior, el artículo 16 de la Ley de Cuotas y Tarifas, determina la existencia de TARIFAS con un concepto diferente al de CUOTAS, ya que para la aplicación de las primeras considera los metros cuadrados de construcción, y para las segundas la zona de factibilidad y la clasificación por uso, máxime que la suma de las cuotas no arroja el mismo valor que las tarifa de acuerdo al tipo de vivienda;
c) Que la Parte Actora señala de manera errónea que las cuotas y tarifas son lo mismo, siendo que de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí y el Código Fiscal del Estado refieren que son cosas diferentes y no las mismas como lo indica la Parte Actora; 
d) Que los actos de autoridad gozan de presunción de legalidad, misma que debe ser desvirtuadas en el Juicio Contencioso Administrativo, por lo cual la carga probatoria corresponde a la Parte Actora, por lo cual la presunción de legalidad debe ser desvirtuada con probanzas, y no con meros dichos de la Parte Actora, siendo que las argumentaciones y pruebas acompañadas a la demanda son insuficientes para desvirtuar la presunción de legalidad del acto impugnado, ya que se trata de meras afirmaciones sin sustento ni fundamento, que son subjetivas y una mera opinión del accionante;
e) Que es infundada la solicitud de declaración de nulidad lisa y llana del acto impugnado, ya que las argumentaciones van dirigidas a supuestas omisiones de fundamentación y motivación de la Autoridad Demandada, por lo cual en todo caso la nulidad que se decrete debe ser para efectos, y no lisa y llana;
f) Que el argumento de la Parte Actora en el sentido de que la indexación únicamente para las cuotas y tarifas de agua potable, no es así atentos a dos razonamientos: a) Que la indexación es contribuir a los objetivos del Organismo (INTERAPAS) de ser autosuficiente en la operación, el mantenimiento y la administración de los sistemas, lo que implica las redes hidráulica, sanitaria, pozos medidores y otros, y no únicamente el servicio de agua; y b) Que el Organismo sustenta la aplicación de la indexación en la actualización de las contribuciones previsto en el artículo 9 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí;
g) Que la Parte Actora pretende la exención en el pago de contribuciones, y la indexación es aplicable a todas las cuotas y tarifas de la Ley de Cuotas y Tarifas, y la exención de contribuciones está prohibida por el artículo 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como que la Ley no indica diferenciación para que la indexación se aplique únicamente a las cuotas de los artículos 4, 5 y 6 de la Ley de Cuotas y tarifas;

h) Que todos los argumentos de la Parte Actora se refieren a interpretación de la Ley, y no de legalidad, y que en todo caso la indexación fue aprobada por el Congreso del Estado y publicada en el Periódico Oficial del Estado, por lo cual las cantidades que obran en la Ley de Cuotas y Tarifas varían de acuerdo a la Indexación; y
i) Que lo argumentado en relación con el pago de derechos por concepto de “tratamiento de aguas residuales”, de acuerdo con los artículos 11 y 12 de la Ley de cuotas y tarifas, y los artículos 136 y 159 párrafo segundo de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí,  se trata de dos cuotas, una la que paga el Fraccionador conforme al citado artículo 159, y la otra que paga el usuario al momento de la contratación en términos del citado artículo 136, ambos de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí.
Como pude verse, la controversia se centra en la interpretación de los artículos 11, 16 y Sexto Transitorio de la Ley de Cuotas y Tarifas; así como la calidad de los argumentos formulados por la Parte Actora, que son señalados como ineficaces por la Autoridad Demandada.
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea el Actor en su escrito de demanda, se localizan de la foja 7 siete a la foja 45 cuarenta y cinco  del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que se transcribe enseguida:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.- Contradicción de tesis 50/2010.”

SEXTO.- A juicio del suscrito Magistrado de esta Tercera Sala Unitaria, de los conceptos de impugnación hechos valer por la Parte Actora resultaron esencialmente fundados, y por ende suficiente para declarar la ilegalidad y nulidad de la resolución impugnada, como se expone a continuación.

Previo abordar el estudio de los conceptos de impugnación formulados por la Parte Actora, se considera oportuno citar principio que nos permiten hacer un adecuado ejercicio de interpretación de las disposiciones de la Ley de Cuotas y Tarifas, aplicable a los servicios de la Autoridad Demandada.
En primer lugar, es necesario citar el artículo 2 de4 Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, dispone lo siguiente:
“ARTÍCULO 2º.- Las disposiciones fiscales que se refieran a los sujetos, objeto, base gravable, tasas o tarifas, lugares y fechas de pago, infracciones y sanciones y las que señalen excepciones a las mismas, serán de aplicación estricta, por lo que no podrán interpretarse libremente por las autoridades o por los contribuyentes.

Son disposiciones supletorias de este Código las normas fiscales federales, las normas del derecho común estatal y los principios generales de derecho, siempre que su aplicación no sea contraria a la naturaleza y a los principios del derecho tributario.”

De la disposición transcrita, se desprende el principio de estricto derecho en materia fiscal, de lo cual deriva que el método primordial para la interpretación de la norma es la de la literalidad; no obstante lo anterior debemos citar el la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro: “INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS FISCALES QUE ESTABLECEN LOS ELEMENTOS ESENCIALES DE LOS TRIBUTOS. SU ALCANCE EN RELACIÓN CON LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES DE LEGALIDAD TRIBUTARIA Y SEGURIDAD JURÍDICA”, que refiere como punto de partida la literalidad de la disposición, y que abre la posibilidad de acudir a diversos métodos de interpretación para desentrañar el sentido de la norma, por lo cual las disposiciones legales que establecen fórmulas dirigidas a condicionar la aplicación estricta de las normas tributarias, debe entenderse únicamente en el sentido de impedir aplicaciones analógicas en relación con los elementos esenciales de los tributos. A continuación transcribe la Tesis de Jurisprudencia en comento:
“INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS FISCALES QUE ESTABLECEN LOS ELEMENTOS ESENCIALES DE LOS TRIBUTOS. SU ALCANCE EN RELACIÓN CON LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES DE LEGALIDAD TRIBUTARIA Y SEGURIDAD JURÍDICA.- Si bien es verdad que el juzgador, al momento de definir los elementos esenciales del tributo, debe partir del texto literal de la norma, como exigencia lógica de su aplicación al caso concreto, ello no implica que le esté prohibido acudir a los diversos métodos de interpretación reconocidos por la ciencia jurídica. Esto es así, ya que los principios de legalidad tributaria y de seguridad jurídica, y las disposiciones legales que establecen fórmulas dirigidas a condicionar la aplicación e interpretación de las normas tributarias, deben entenderse únicamente en el sentido de impedir aplicaciones analógicas en relación con los elementos esenciales de los tributos. Contradicción de tesis 181/2005-SS.”

En sentido similar, la misma Segunda Sala d la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se pronunció en la Tesis de Jurisprudencia de rubro “CONTRIBUCIONES. LAS DISPOSICIONES REFERENTES A SUS ELEMENTOS ESENCIALES, AUNQUE SON DE APLICACIÓN ESTRICTA, ADMITEN DIVERSOS MÉTODOS DE INTERPRETACIÓN PARA DESENTRAÑAR SU SENTIDO”; ya que la Sala se pronunció en el sentido de que se pueden aplicar diversos métodos de interpretación a las disposiciones fiscales para desentrañar su significado, cuando de su literalidad se genere incertidumbre sobre su significación, y que el alcance de la frase aplicación estricta, es que una vez desentrañado el significado se realice la aplicación estricta de las respectivas hipótesis jurídicas, única y exclusivamente a las situaciones de hecho que coincidan con lo previsto en ella. A continuación se transcribe la Tesis de Jurisprudencia: 
“CONTRIBUCIONES. LAS DISPOSICIONES REFERENTES A SUS ELEMENTOS ESENCIALES, AUNQUE SON DE APLICACIÓN ESTRICTA, ADMITEN DIVERSOS MÉTODOS DE INTERPRETACIÓN PARA DESENTRAÑAR SU SENTIDO.- El hecho de que el legislador haya establecido que las disposiciones fiscales que prevén elementos esenciales, como son sujeto, objeto, base, tasa o tarifa de una contribución y las excepciones a ésta, son de aplicación estricta, no significa que el intérprete no pueda acudir a los diversos métodos que permiten conocer la verdadera intención del creador de aquellas disposiciones, cuando de su análisis literal en virtud de las palabras utilizadas, sean técnicas o de uso común, se genere incertidumbre sobre su significado, ya que el efecto de lo ordenado por el legislador es obligar a aquél a que realice la aplicación estricta de la respectiva hipótesis jurídica única y exclusivamente a las situaciones de hecho que coincidan con lo previsto en ella, una vez desentrañado su alcance.- Contradicción de tesis 15/99.”

Otro principio a tener en consideración, es el de legalidad tributaria que proviene del artículo 31 fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece la obligación de contribuir al gasto público de la manera proporcional y equitativa que dispongan las Leyes, cuyo contenido y alcance se concreta en que por Ley por ley debe entenderse un acto formal y materialmente legislativo, por lo cual ha de considerarse que la creación de tributos, así como sus elementos fundamentales son atribuciones exclusivas del legislador.
Para dar sustento a lo anterior, se cita la Tesis de Jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro “LEGALIDAD TRIBUTARIA. ALCANCE DE DICHO PRINCIPIO EN RELACIÓN CON EL GRADO DE DEFINICIÓN QUE DEBEN TENER LOS ELEMENTOS CONSTITUTIVOS DEL IMPUESTO.”, referente al principio de legalidad tributaria, conforme al cual le corresponde al legislador y no a las autoridades administrativas establecer los elementos constitutivos de las contribuciones, lo que además deben estar dotados de un grado de claridad y concreción razonable. A continuación se transcribe la Tesis de Jurisprudencia en cita:
“LEGALIDAD TRIBUTARIA. ALCANCE DE DICHO PRINCIPIO EN RELACIÓN CON EL GRADO DE DEFINICIÓN QUE DEBEN TENER LOS ELEMENTOS CONSTITUTIVOS DEL IMPUESTO.- El principio de legalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, exige que sea el legislador, y no las autoridades administrativas, quien establezca los elementos constitutivos de las contribuciones, con un grado de claridad y concreción razonable, a fin de que los gobernados tengan certeza sobre la forma en que deben atender sus obligaciones tributarias, máxime que su cumplimiento defectuoso tiende a generar actos de molestia y, en su caso, a la emisión de sanciones que afectan su esfera jurídica. Por ende, la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, tratándose de la definición de alguno de los componentes del tributo, ha declarado violatorios del principio de legalidad tributaria aquellos conceptos confusos o indeterminables para definir los elementos de los impuestos; de ahí que el legislador no pueda prever fórmulas que representen, prácticamente, la indefinición absoluta de un concepto relevante para el cálculo del tributo, ya que con ellos se dejaría abierta la posibilidad de que sean las autoridades administrativas las que generen la  configuración de los tributos y que se produzca el deber de pagar impuestos imprevisibles, o bien que se origine el cobro de impuestos a título particular o que el contribuyente promedio no tenga la certeza de la forma en que debe contribuir al gasto público.”

Un aspecto más que precisar, se refiere a los elementos esenciales de las contribuciones, estos elementos son los que nos indican lo siguiente:
a) El sujeto de la contribución, es decir quién debe pagar la contribución;
b) El objeto de la contribución, es decir que se paga, esto es, la materia, actividad, o acto sobre la cual recae la obligación de pago, en tratándose de derechos el objeto recae en el uso de bienes de derecho público del Estado o municipios (como es el caso concreto en que se trata de un organismo público intermunicipal), así como por los servicios públicos que prestan el Estado o municipios en sus funciones de derecho público;

c) La base de la contribución, también llamada unidad fiscal, es la cuantía de rentas, la cosa o el valor asignado a una riqueza sobre la cual se determina la contribución, en el caso concreto de los derechos por los servicios de Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez, se traducen en las fórmulas para determinar las cuotas y tarifas, a que se refieren los artículos 164, 165, 166, 167, 168, 169 y 170 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, de los que procede el Decreto Legislativo 594 en donde se establece la metodología para el cálculo de cuotas y tarifas para los servicios  de agua Potable, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales en el Estado de San Luis Potosí, emitido por el Honorable Congreso del Estado, publicado en el Periódico Oficial del Estado el 14 catorce de septiembre de 2006 dos mil seis; y

d) La tasa, la cuota o tarifa, es la unidad o medida de donde se parte para cobrar el tributo, en el caso de la tasa es un porcentaje que se aplica a la base gravable para determinar la cuantía, y en tratándose de la cuota o tarifa, para efectos de una interpretación literal, se debe tener en consideración que  gramaticalmente son sinónimos, ya que de acuerdo en la Real academia Española de la Lengua tienen el mismo significado
, por tanto para efectos de la presente sentencia  cuota y tarifa se consideran sinónimos pues se refieren a la unidad de medida de que se parte para cobrar la contribución , y porqué gramaticalmente tienen el mismo significado.
Una vez precisado lo anterior, se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos por la Parte Actora, por cuestión de método, cada uno de ellos será estudiado en un apartado identificado con un número arábigo resaltado en negrillas.
1.-  En el primero de los conceptos de impugnación la Parte Actora argumenta que el artículo 16 de la Ley de la Ley de Cuotas y Tarifas
, establece el cobro por concepto de: a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de Drenaje; c) Derechos de extracción; y d)  Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo); que derivado de ello se debe apreciar que tanto en la primera tabla como en la segunda tabla se establece el cobro de los mismos conceptos para casa habitación,  y que esto se corrobora con el contenido de la tercera tabla que se refiere a departamentos en donde también se cobran los mismos conceptos, por lo cual no es correcto considerar que se establecieron dos tarifas acumulativas en tratándose de casas, y una sola tarifa para departamentos, ya que eso atentaría contra el principio de equidad y proporcionalidad de las contribuciones, pues se refieren a los mismos conceptos ya señalados; Adicionalmente aduce que para respetar el principio de equidad y proporcionalidad tributaria se debe considerar que las cuotas previstas en la primera y segunda tabla están relacionadas, es decir que la primera presenta el concepto completo de infraestructura, y en la segunda se desglosa dicho concepto en sus cuatro componentes a saber: a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de Drenaje; c) Derechos de extracción; y d)  Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo); Aduce además que en la resolución impugnada, en la primera tabla se expresa una liquidación que carece de todo sustento, ya que se estableció como concepto de cobo “medio”, lo que no indica cual es el objeto del cobro, por lo cual el cobro carece de todo sustento en cuanto al objeto de cobro de derechos, puesto que no se vincula con lo establecido en el artículo 16 de la Ley de Cuotas y Tarifas, por lo que carece de todo sustento jurídico, que ello obedece a la ausencia del elemento objeto de la contribución diferenciado, es decir, que se trate de un concepto diferente del de infraestructura, que se descompone en: a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de Drenaje; c) Derechos de extracción; y d)  Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo), por lo que es evidente el doble cobro por el mismo concepto de infraestructura, pues son los referidos elementos en que se descompone el concepto de infraestructura, los que están previstos en el artículo 16 párrafo primero y segunda tabla; Aduce además que las tarifas previstas en el artículo 16 primar párrafo, primera tabla y segunda tabla, no establecen un doble cobro por los mismos conceptos, sino una sola tarifa y su desglose, y que la incongruencia entre ambas es más un aspecto de incongruencia interna, que de un cobro diferenciado; aduce también, que aun considerando que son dos tarifas diferentes, le corresponde a la autoridad establecer de manera fundada y motivada cual de las dos tarifas aplica en cada caso concreto, ya que ambas se refieren al concepto de infraestructura que se descompone en: a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de Drenaje; c) Derechos de extracción; y d) Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo), por lo que no pueden considerarse adicionales y acumulativas; para concluir el primer concepto de impugnación, la Parte Actora aduce una diversa interpretación del artículo 16 párrafo primero tablas primera y segunda de la Ley de Cuotas y Tarifas, en el sentido de que de considerarse dos tarifas diferentes y acumulativas, las tarifas previstas en las dos tablas, se debe considerar que la prevista en la primera tabla es por unidad de fraccionamiento que se incorpore, es decir cada fraccionamiento deberá pagar la tarifa y no cada casa, a efecto de no considerar un cobro doble por los mismos conceptos.
Como se adelantó lo argumentado por la Parte Actora resultó esencialmente fundado, de acuerdo con las consideraciones que a continuación se exponen.
A efecto de resolver sobre lo planteado por la Parte Actora, en primer término, se establece la interpretación del artículo 16 la Ley de Cuotas y Tarifas, en la parte relativa al cobro de derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos, que derivan del Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, en adelante Derechos por Infraestructura.
La disposición es del tenor literal siguiente:
“ARTÍCULO 16. Las cuotas o tarifas por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, para conexión a las redes de agua potable y drenaje sanitario, suministro e instalación de medidores, por servicios de infraestructura, para derechos de extracción e infraestructura adicional, así como por servicios para el estudio de factibilidad, se aplicarán de acuerdo a la siguiente tabla:

	Para viviendas:
	Tarifa ($)

	Económica: vivienda con subsidio de gobierno, hasta 50 m2 de construcción.
	8,564.34

	Tradicional: vivienda de más de 50 hasta 105 m2 de construcción
	12,091.19

	Media: vivienda de más de 105 hasta 180 m2 de construcción
	15,533.81

	Residencial: vivienda de más de 180 m2 de construcción
	27,557.46


Adicionalmente se cobrará el costo del medidor de acuerdo a lo que establece el Artículo 7° de esta Ley.

1. Para la clasificación del tipo de vivienda, se considerará, además, la zona de factibilidad y clasificación de cobro por uso.

La integración de las cuotas de infraestructura es la siguiente:

Tipo de vivienda (cuota en pesos)

	CONCEPTO
	Tradicional
	Económica
	Media
	Residencial y Plus

	Conexión a la red de agua
	4,992.61
	3,722.98
	6,694.08
	14,614.24

	Conexión a la red de drenaje sanitario
	848.74
	832.91
	1,137.99
	2,484.42

	Derechos de extracción
	3,938.31
	2,562.79
	4,919.66
	6,883.52

	Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo)
	1,886.20
	1,348.46
	2,355.69
	3,294.68


Adicionalmente se cobrará el costo del medidor de acuerdo a lo que establece el Artículo Séptimo del presente decreto.

Para departamentos y asodados (adosados): Edificios (Cuota en pesos)

	
	Social y Mínima
	Económica
	Media
	Residencial y Plus

	CONCEPTO
	(hasta 65 m2)
	(más de 65 m2 a 105 m2)
	(más de 105 m2 a 160 m2)
	(más de 160 m2)

	Conexión a la red de agua
	4,242.00
	7,875.00
	12,594.00
	14,283.00

	Conexión a la red de drenaje sanitario
	721.14
	1,338.75
	2,132.48
	2,428.11

	Otros servicios de infraestructura
	
	
	
	

	Derechos de extracción
	2,562.79
	3,938.31
	5,143.28
	7,196.41

	Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo)
	1,348.46
	1,886.20
	2,462.77
	3,444.43


Adicionalmente se cobrará el costo del medidor de acuerdo a lo que establece el Artículo Séptimo del presente decreto.

Por cada metro cuadrado (m2) adicional, la cuota o tarifa es $ 83.86 más IVA.

Por suministro e instalación de macro medición el desarrollador o fraccionador deberán pagar conforme al diámetro conforme al precio del mercado vigente.

Para desarrollos fuera del área de factibilidad, la cuota por infraestructura adicional está sujeta a que se construyan las obras de infraestructura hidráulica que técnicamente estime necesarias INTERAPAS para hacer factible la prestación de los servicios a los nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos.

Las cuotas del estudio de factibilidad para la prestación de los servicios públicos de agua potable y drenaje sanitario son las siguientes:

	UBICACIÓN
	RANGO DE TOMAS

	
	1-25
	26-50
	51-100
	101-500
	501-MAS

	DENTRO DEL ÁREA FACTIBLE (pesos)
	3,931.08
	6,551.38
	10,483.69
	16,439.06
	24,969.10

	FUERA DEL ÁREA FACTIBLE (pesos)
	6,551.38
	10,483.69
	15,724.32
	26,208.04
	39,312.03


Los montos a que se refiere la tabla anterior son más IVA y el pago de los mismos se harán dentro de los 10 días siguientes a la notificación de la Resolución del Estudio de Factibilidad.”

A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el artículo 16 de la Ley de Cuotas y Tarifas, establece dos contribuciones a cargo de los fraccionadores o urbanizadores, la primera que se refiere a los derechos por infraestructura, para la incorporación de nuevos fraccionamientos, y la segunda los derechos por son los servicios de estudio de factibilidad; siendo la primera de ellas la que aquí interesa por ser la materia de la litis; dicha contribución tiene como objeto la conexión a la red de agua potable y alcantarillado, ya que se cobra por incorporar el nuevo fraccionamiento o desarrollo urbano a la red existente.

Para establecer las tarifas, el legislador tomo en consideración varios criterios, en primer lugar distingue por tipo de edificación en viviendas y edificios (departamentos y adosados
), siendo las primeras las que nos interesan por ser materia de la litis; en un segundo criterio se establecen tipos de viviendas atendiendo a los metros cuadrados de construcción. Estableciéndose tarifas diferenciadas para cada tipo de vivienda.
Ahora bien, para viviendas unitarias establece dos tablas tarifarias, que coinciden en el elemento objeto de la contribución, es decir los conceptos de cobro, ya que en ambos casos se cobran los siguientes conceptos a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de Drenaje; c) Derechos de extracción; y d) Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo); pero se distinguen por su monto, ya que el monto de la tarifa unitaria y la tarifa descompuesta difiere, de lo que se sigue que el legislador estableció mínimo y un máximo para la individualización de la tarifa en cada caso, para lo cual debe atender, como lo indica el párrafo segundo la zona de factibilidad y la clasificación de cobro por uso.

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:
1. La Ley de Cuotas y Tarifas está relacionada a la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, por lo cual para identificar los elementos de la contribución, debemos tomas en consideración ambas Leyes;

2. El sujeto obligado al pago de las contribuciones previstas en el artículo 16 de la Ley de Cuotas y Tarifas lo podemos identificar, de la lectura del Capitulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, concretamente en su artículo 159 párrafo segundo donde se establece que una vez aprobado el proyecto hidráulico, el fraccionador o urbanizador contará con quince días hábiles para realizar el pago de las cuotas de conexión;
3. Ahora bien, de acuerdo a lo que dispone el artículo 170 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, las cuotas por infraestructura comprenden las siguientes: a) Por cooperación; b) Por instalación de tomas domiciliarias; c) Por conexión de servicio de agua; d) Por conexión al drenaje o alcantarillado, y tratamiento de aguas residuales provenientes de uso doméstico; e) Por conexión al drenaje o alcantarillado y tratamiento de aguas residuales provenientes de actividades productivas, comerciales o de servicios, cuando la descarga se realice por debajo de las concentraciones permisibles, conforme a las normas oficiales mexicanas en materia ecológica y las condiciones particulares de descarga vigentes, en los términos de la legislación de equilibrio y protección al ambiente; f) Por conexión al drenaje o alcantarillado y tratamiento de aguas residuales provenientes de actividades productivas, comerciales o de servicios, cuando la descarga se realice por arriba de las concentraciones permisibles, conforme a las normas oficiales mexicanas en materia ecológica y las condiciones particulares de descargas vigentes, en los términos de la legislación de equilibrio ecológico y protección al ambiente; g) Por instalación de medidores. h) Por otros servicios de infraestructura; lo que nos permite concluir que las cuotas por conexión a que se refiere el artículo 159 párrafo segundo están clasificadas dentro de las cuotas de infraestructura.

4. En ese orden de ideas, de un estudio conjunto de los artículos 16 de la ley de Cuotas y Tarifas, y los artículos 159 párrafo segundo y 170 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, es válido concluir que el pago de los derechos se da por la conectividad a las redes de agua potable y de drenaje existentes, es decir, se obtiene que el objeto de la contribución consistente en derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos, es la incorporación material, que se da mediante la conexión del nuevo fraccionamiento o desarrollo inmobiliario a las redes de agua potable y de drenaje existentes, cuya administración y gestión corresponde al Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez;
5. El primer párrafo del artículo 16 de la Ley de Cuotas y Tarifas define como objeto de la contribución los siguientes conceptos a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de Drenaje; c) Derechos de extracción; y d)  Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo), es decir, el objeto materia del cobro de derechos por infraestructura que se particularizan en la tarifa expresada en la tabla número uno sucedánea; ya que si bien es cierto dentro del primer párrafo se alude a conceptos como: “…suministro e instalación de medidores…”, y “…servicios de estudio de factibilidad…”, atendiendo a la literalidad e integridad de la disposición, en cuanto al primero remite para su cobro al artículo 7 de ley de Cuotas y Tarifas que establece las cuotas por medidores, y la tarifa relativa a los estudios de factibilidad se define la última tabla de  artículo 16 a estudio, por lo cual, únicamente quedan como conceptos de cobro los arriba citados;
6. Adicionalmente se debe tener en consideración que del párrafo cuarto y la segunda tabla del artículo 16 del Ley de cuotas y tarifas, se desprende que las cuotas de infraestructura se integran por los conceptos de: a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de Drenaje; c) Derechos de extracción; y d)  Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo);

7. Las dos tarifas para viviendas unitarias se refieren a los mismos conceptos de cobro, que son a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de Drenaje; c) Derechos de extracción; y d)  Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo); ya que como se ha establecido en el razonamiento anterior, los conceptos de cobro referidos a la tarifa de la primera tabla, se encuentran expresados en el primer párrafo del artículo 16 de la Ley de Cuotas y Tarifas, y éstos resultan ser los mismos conceptos de cobro que se contienen en la segunda tabla, la que además se estructura conforme a la clasificación de viviendas hecha en la primera tabla, de modo tal que ambos son los arriba indicados;
8. Si bien las tarifas de viviendas unitarias tienen identidad en el elemento objeto de cobro, se distinguen en la cuantía, ya que si sumamos las cantidades correspondientes a los conceptos de cobro para cada tipo de vivienda, contenidas en la segunda tabla, y el resultado lo comparamos con la tarifa establecida en la primera tabla, podemos advertir que hay diferencia monetaria en ambas tarifas, como se advierte de las tarifas referentes a la vivienda tipo tradicional, en que la sumatoria de la tarifa desglosada contenida en la segunda tabla nos arroja la cantidad de $11,665.86 (once mil seis cientos sesenta y cinco pesos 86/100 M.N.), que es menor a la cuota establecida para vivienda tradicional en la primera tabla que es la cantidad de $12,091.19 (Doce mil noventa y un pesos 19/100 M.N.), por lo que es de concluirse que el Legislador estableció dos tarifas coincidentes en su objeto de cobro, pero diferenciadas por su cuantía;
9. Es inviable considerar, que la diferencia en numerario de las tarifas para vivienda unitaria, obedezca a un error de congruencia o un error aritmético, ya que el análisis de la validez de la norma jurídica contenida en el artículo 16 de la Ley de Cuotas y Tarifas, se encuentra fuera del ámbito competencial de ésta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, por ser propia del control concentrado de constitucionalidad, que ejercen los tribunales del Poder Judicial d la Federación, por lo que para el ejercicio de interpretación se debe partir del principio de presunción de constitucionalidad de goza toda Ley, lo que nos lleva a concluir, que el Legislador decidió en este caso establecer dos tarifas diferenciadas por los mismos conceptos de cobro;
10. Ahora bien, como existe coincidencia en el elemento objeto de la contribución, ya que ambas tarifas se  refieren a los conceptos de cobro de a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de Drenaje; c) Derechos de extracción; y d)  Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo); esto impide que se pueda considerar que las tarifas son acumulativas o que se suman, ya que además de que ello no está literalmente incorporado en el enunciado normativo, se estaría considerando un cobro doble, que es precisamente de lo que se duele la Parte Actora, es de concluirse, entonces que las tarifas son diferentes pero concurrentes;
11. Por tanto, lo conducente es concluir, que el legislador estableció las tablas tarifarias que contemplan un mínimo y un máximo para el pago de la contribución, por lo cual la tarifa debe ser individualizada  en cada caso, para lo cual debe atender, como lo indica el párrafo segundo del artículo 16 de la Ley de Cuotas y Tarifas a la zona de factibilidad y la clasificación de cobro por uso, y entonces ubicar la tarifa de cobro de manera fundada y motivada dentro del parámetro de mínimo y máximo definido por el legislador.
Ahora bien, la Autoridad Demandada aduce en la contestación de la demanda, que el artículo 16 de la Ley de Cuotas y Tarifas, contempla cuotas y tarifas diferentes, ya que en la primera tabla se contempla la tarifa por concepto de incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos  a que se refiere el capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, la que se determina de acuerdo a los metros cuadrados de construcción de vivienda; siendo que, en la segunda tabla y la tercer tabla se contemplan las cuotas por infraestructura concernientes a  la conexión a la red de agua potable, conexión a la red de drenaje sanitario, derechos de extracción e infraestructura adicional, que consideran la zona de factibilidad y la clasificación por uso, como lo indica el artículo.

A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria lo argumentado por la Autoridad Demandada es infundado como se explica a continuación.

Si bien se coincide con la Autoridad Demandada en el sentido de que en las tablas se establecen tarifas diferenciadas para las viviendas unitarias, y que se clasifican por tipo atendiendo a los metros cuadrados de construcción.

No se debe perder de vista, que como se ha señalado, atentos a la literalidad del primer párrafo del artículo 16 de la Ley de Cuotas y Tarifas, y su interpretación sistemática con los artículos 159 párrafo segundo, y 170 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí; se obtiene que el objeto de la contribución consistente en derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos, es la incorporación material, que se da mediante la conexión del nuevo fraccionamiento o desarrollo inmobiliario a las redes de agua potable y de drenaje existentes, cuya administración y gestión corresponde al Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez; de ahí, que los derechos por infraestructura se descomponen en los conceptos de cobro siguientes: a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de Drenaje; c) Derechos de extracción; y d)  Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo).

Al respecto, se debe decir además, que si pensamos en una incorporación formal, debemos preguntarnos, entonces porqué se cobra, cual es el servicio público que recibe el fraccionador al desarrollador y por el cual debe pagar derechos, cuestionamiento que tiene como respuesta, que no se recibe ningún servicio, por lo cual es evidente, que en el interpretación propuesta por la Autoridad Demandada no existe el elemento objeto de la contribución, lo que nos conduce a concluir que dicha interpretación no es jurídicamente válida.
En ese sentido, es válido concluir que el pago de los derechos se da por la conectividad a las redes de agua potable y de drenaje existentes, es decir una incorporación material a las redes del Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez, y no por una incorporación formal como lo pretende hacer ver la Autoridad Demandada, porque como se ha establecido, una interpretación en ese sentido carece del elemento objeto de la contribución, es decir, no está justificado porque debe pagar el gobernado, es decir, porque servicio efectúa el pago de derechos.

En ese sentido, si lo que aduce la Autoridad Demandada es que se establece un derecho por incorporación de fraccionamiento y que se determina por la cantidad de metros cuadrados de construcción de la vivienda, y que en una diversa tabla se cobran los conceptos relativos a la conectividad del nuevo fraccionamiento o desarrollo urbano a las redes, tal argumento resulta infundado, ya que carece de sustento como se ha explicado con antelación, al no considerar el elemento objeto de la contribución, ya que el derecho se cobra por infraestructura, al estar referido a una conectividad material, y no a una incorporación formal como lo pretende ver la Autoridad Demandada.

Por otra parte, la Autoridad Demandada aduce que el artículo 16 de la Ley de Cuotas y Tarifas, determina la existencia de TARIFAS con un concepto diferente al de CUOTAS, ya que para la aplicación de las primeras considera los metros cuadrados de construcción, y para las segundas la zona de factibilidad y la clasificación por uso, máxime que la suma de las cuotas no arroja el mismo valor que las tarifa de acuerdo al tipo de vivienda.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria  el argumento de la Autoridad Demandada es infundado, de acuerdo con las siguientes consideraciones.
Como se ha establecido con antelación, la tasa la cuota o tarifa, es la unidad o medida de donde se parte para cobrar el tributo, en el caso de la tasa es un porcentaje que se aplica a la base gravable para determinar la cuantía, y en tratándose de la cuota o tarifa, para efectos de una interpretación literal, se debe tener en consideración que  gramaticalmente son sinónimos, ya que de acuerdo en la Real academia Española de la Lengua tienen el mismo significado
, por tanto para efectos de la presente sentencia  cuota y tarifa se consideran sinónimos pues se refieren a la unidad de medida de que se parte para cobrar la contribución , y porqué gramaticalmente tienen el mismo significado.
En ese orden de ideas, el argumento de la Autoridad Demandada resulta infundado, ya que lo que pretende ver como una distinción entre cuotas y tarifas, resulta inexistente cuando se atiende a la literalidad de las disposiciones, y a su calidad de elemento de unidad de medida para el cobro de la contribución, ya que la cuota y la tarifa comparten esa naturaleza.
Así mismo, con antelación se ha establecido, que como existe coincidencia en el elemento objeto de la contribución, ya que ambas tablas tarifarias se refieren a los conceptos de cobro de: a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de Drenaje; c) Derechos de extracción; y d)  Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo); esto impide que se pueda considerar que las tarifas son acumulativas o que se suman, ya que además de que ello no está literalmente incorporado en el enunciado normativo, se estaría considerando un cobro doble, que es precisamente de lo que se duele la Parte Actora, es de concluirse, entonces que las tarifas son diferentes pero concurrentes.
Y por consiguiente, se concluye, que el legislador estableció las tablas tarifarias que contemplan un mínimo y un máximo para el pago de la contribución, por lo cual la tarifa debe ser individualizada  en cada caso, para lo cual debe atender, como lo indica el párrafo segundo del artículo 16 de la Ley de Cuotas y Tarifas a la zona de factibilidad y la clasificación de cobro por uso, y entonces ubicar la tarifa de cobro de manera fundada y motivada dentro del parámetro de mínimo y máximo definido por el legislador.

La Autoridad Demandada señala además que los actos de autoridad gozan de presunción de legalidad, misma que debe ser desvirtuadas en el Juicio Contencioso Administrativo, por lo cual la carga probatoria corresponde a la Parte Actora, por lo cual la presunción de legalidad debe ser desvirtuada con probanzas, y no con meros dichos de la Parte Actora, siendo que las argumentaciones y pruebas acompañadas a la demanda son insuficientes para desvirtuar la presunción de legalidad del acto impugnado, ya que se trata de meras afirmaciones sin sustento ni fundamento, que son subjetivas y una mera opinión del accionante.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, el argumento de la Autoridad Demandada resulta infundado, ya que contrario a lo que señala la Autoridad Demandada, la Parte Actora si probó la ilegalidad del acto impugnado, como se explica a continuación.

Como se estableció en el punto considerativo segundo de la presente Sentencia, la Parte Actora probó la existencia del acto impugnado, consistente en el oficio número IN/DC/0686/22, de fecha treinta de junio de dos mil veintidós, emitido por el Director de Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, que contiene la resolución determinante del crédito fiscal, y la forma y términos en que fue dictada; lo anterior quedó plenamente acreditado con la documental pública consistente en el oficio citado.
La resolución determinante del crédito fiscal, es del tenor literal siguiente:
“Promociones Habi S.A. de C.V. .

Av. Himno Nacional  No 1930, Int 105, Fracc. Tangamanga.

San Luis Potosí S.L.P. CP78209.

RFC: PHA970215LF6.

El portado de la presente tiene autorización  para efectuar el pago que se presenta a continuación.

Nombre del desarrollo: El Toro (Macrolote 7)

Domicilio: Rancho San Agustín, Fracc. Santana,

Soledad de Graciano Sánchez S.L.P.

Expediente 2014/14

Total a Pagar: $2,457,148.91

VIVIENDA TIPO TRADICIONAL

	CONCEPTO
	TOMAS
	COSTO
	TOTAL

	MEDIO
	78
	$12,823.78
	$1,000,254.60

	
	SUBTOTAL
	$12,823.78
	$1,000,254.60

	
	IVA
	$2,051.80
	$160,060.74

	
	TOTAL
	$14,875.58
	$1,160,295.34


VIVIENDA TIPO TRADICIONAL
	CONCEPTO
	TOMAS
	COSTO
	TOTAL

	Conexión a la red de agua
	78
	$5,295.10
	$413,018.17

	Conexión a la red de drenaje sanitario
	78
	$900.16
	$70,212.78

	Tratamiento de aguas residuales
	78
	$1,164.92
	$90,864.00

	Medidores
	78
	$795.44
	$62,044.43

	Derechos de extracción
	78
	$4,176.93
	$325,800.25

	Infraestructura adicional
	78
	$2,000.48
	$156,037.60

	
	SUBTOTAL
	$14,333.04
	$1,117,977.22

	
	IVA
	$2,293.29
	$178,876.35

	
	TOTAL
	$16,626.33
	$1,296,853.57


	Total
	$2,457,148.91


Sin más por el momento quedo de Usted para cualquier aclaración y/o duda.

Atentamente.

Lic. Francisco Leopoldo Campos Zavala.

Director de Comercialización.
Ahora bien, las argumentaciones formuladas por la Parte Actora son aptas y suficientes para acreditar la ilegalidad del acto impugnado, ya que esencialmente la Parte Actora se duele de un doble cobro de la contribución relativa a los derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollo urbanos, a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, que está previsto en el artículo 16 de la Ley de Cuotas y Tarifas.
Uno de los argumentos formulados por la Parte Actora, es en el sentido de que no existe un justificación para el cobro que se realiza en la primera tabla de las dos que contiene la resolución determinante del crédito fiscal, que en la parte relativa al concepto de cobro se establece “medio”, palabra que no indica  un objeto de cobro de derechos, por lo cual el cobro carece de toda justificación.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria lo planteado por la Parte Actora, resulta esencialmente fundado, ya que se está efectuando un doble cobro por concepto de derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollo urbanos, a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí.

En efecto, dicha circunstancia es afirmada por la Parte Actora, se advierte de la resolución impugnada donde se advierten dos cobros, uno de ellos referido al concepto “medio”,  y se confirma con la contestación de la demanda, en la que la Autoridad Demandada señala que efectivamente aplicó las tarifas previstas en las dos primeras tablas del artículo 16 de la Ley de Cuotas y Tarifas, al considerar que se establecen dos tarifas diferenciadas.
Por tanto, si acuerdo con la interpretación realizada por esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, que se ha expresado dentro del presente apartado, se concluye que en tratándose de viviendas unitarias, el legislador estableció dos tablas tarifarias que expresan en un mínimo y un máximo, la tarifa a pagar por derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollo urbanos, a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, que se compone de los conceptos de: a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de Drenaje; c) Derechos de extracción; y d)  Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo); así como que en cada caso concreto, dicha tarifa debe ser individualizada dentro del margen del mínimo y máximo atendiendo a la zona d factibilidad y clasificación de cobro por uso.
Luego, la Parte Actora acreditó con la documental en donde consta la resolución determinante del crédito fiscal, que efectivamente, el Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez realizó un cobro doble por derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollo urbanos, a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí; ya que se aplican las tablas tarifarias como diferentes, excluyentes y acumulativas.
Luego entonces, a la  Parte Actora le asiste la razón en cuanto a que indebidamente se efectuó un doble cobro de derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollo urbanos, a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí; por lo cual la resolución impugnada deviene ilegal al haberse dictado en contravención a las disposiciones legales aplicables, concretamente las contenidas en el artículo 16 de la ley de Cuotas y Tarifas, razón a lo cual se actualiza la causal de ilegalidad prevista en el artículo 250 fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Para concluir este apartado, se debe atender al argumento de la Autoridad Demandada en el sentido de que es infundada la solicitud de declaración de nulidad lisa y llana del acto impugnado, ya que las argumentaciones van dirigidas a supuestas omisiones de fundamentación y motivación de la Autoridad Demandada, por lo cual en todo caso la nulidad que se decrete debe ser para efectos, y no lisa y llana.
Dicho argumento resulta infundado, ya que en la demanda, la Parte Actora señala con toda precisión que pide la nulidad de la resolución determinante del crédito fiscal, para el efecto de que se dicte otra resolución en la que se determine correctamente el crédito fiscal a su cargo, y se ordene la devolución de pago de lo indebido; por lo cual es evidente, que la Parte Actora no solicitó la nulidad lisa y llana como lo aduce la Autoridad Demandada.

2.- En el Segundo de los conceptos de impugnación el segundo de los conceptos de impugnación, la Parte Actora se duele de que en la resolución determinante del crédito fiscal, se aplicaron tarifas diferentes a las previstas en los artículos 7, 11 y 16 de la Ley de Cuotas y Tarifas
, y que ello se debe a que se aplicó para el cobro la denominada “indexación” prevista en el artículo Sexto Transitorio del decreto de la Ley de Cuotas y Tarifas, lo que es ilegal por ser contrario a lo que dispone el artículo 2° del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que establece la aplicación estricta, y en ese contexto el artículo Sexto Transitorio únicamente es aplicable a las  tarifas de los servicios de agua, domestico, comercial, público e industrial, ya sea en servicio medido o cuota fija, a que se refieren los artículo 4, 5 y 6 de la Ley de Cuotas y Tarifas, además de que el artículo sexto transitorio den ser interpretado de conformidad a lo que dispone el artículo 175 de la Ley de Aguas del Estado, que establece que las cuotas y tarifas se podrán actualizar cada que el índice nacional de precios al productor  en un 5% cinco por ciento anual, y que corresponde al prestador de servicios, presentar la propuesta de ajuste correspondiente, y al Congreso del Estado le corresponde autorizar la propuesta y ordenar su publicación en el Periódico Oficial del Estado para convertirse en obligatoria, por lo que al artículo no dispone que se deba aplicar una indexación directamente, sino que el Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez debe enviar una propuesta al Congreso del Estado para su aprobación y posterior publicación, y que no se trata de una actualización, ya que esta únicamente opera cuando la contribución no se ha pagado en tiempo.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, lo planteado por la Parte Actora resulta esencialmente fundado de acuerdo con las consideraciones que se expresan a continuación.
El artículo Sexto transitorio de la Ley de Cuotas y tarifas, es del tenor literal siguiente:
“SEXTO. Las Cuotas y Tarifas que se establecen en esta Ley en agua potable en los servicios doméstico, comercial, público e industrial, tanto el cobro fijo como en el servicio medido, se indexarán al Índice Nacional de Precios al Productor en el periodo inmediato anterior que publique el Instituto Nacional Estadística y Geografía (INEGI).”

Del análisis del dispositivo transcrito, se debe destacar lo siguiente:

a) El termino indexarán, indica la conjugación de un verbo en tiempo futuro, cuyo infinitivo corresponde a indexar, verbo cuyos significados son: 1. tr. Hacer índices de algo. 2. tr. Registrar ordenadamente datos e informaciones, para elaborar su índice; de acuerdo con el diccionario de la Real Academia Española de la Lengua;
b) El término indexar o indexarán, no tiene un definición jurídica en la propia Ley de Cuotas y tarifas, ni en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, ni en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí;

c) La acción de indexar está referida concretamente a las cuotas y tarifas del servicio de agua potable en sus modalidades de doméstico, comercial público e industrial, tanto en cobro fijo como en servicio medido, que están contenidas en los artículos 4, 5 y 6 de la Lay de Cuotas y Tarifas;

d)  Se considera que el ejercicio de indexar no se refiere a todas la cuotas y tarifas, puesto que el legislador hizo la distinción al particularizar, ya que, de haber sido su intención que se realizara con todas las cuotas y tarifas, así lo hubiera señalado refiriéndose a “todas”, o en su defecto, no hubiese particularizado como lo hizo;
Adicionalmente, se considera que para una adecuada interpretación del artículo Sexto Transitorio de la Ley de Cuotas y Tarifas, se debe atender al artículo 175 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, que se transcribe a continuación:
“(REFORMADO P.O. 26 DE OCTUBRE DE 2013)

ARTICULO 175. Las cuotas y tarifas se podrán actualizar cada vez que se incremente, por lo menos, en un cinco por ciento anual, el índice nacional de precios al productor, correspondiendo al prestador de servicios proponer el ajuste correspondiente.

La propuesta de actualización deberá ser enviada para su autorización al Congreso del Estado, y una vez autorizada se publicará en el Periódico Oficial para su obligatoriedad.”

De la disposición transcrita, se desprende lo siguiente:
a) La Ley de Cuotas y Tarifas se rige por el principio de anualidad, es decir, su vigencia se establece por un año, que corresponde a un ejercicio fiscal;

b) Para actualizar, es decir, ajustar a la alza la cuotas y tarifas, dentro del periodo de vigencia de la Ley, se requiere que se reúnan dos condicionantes a saber: 1.- Que el índice nacional de Precios al Productor se incremente en más de un 5% cinco por ciento; y 2.- Que el prestador de servicios, en el caso el organismo operador, proponga el ajuste;

c) La propuesta será analizada y en su caso aprobada por el Congreso del Estado; y

d) Para su observancia obligatoria, las cuotas y tarifas “ajustadas a la alza”, deberán ser publicadas en el Periódico Oficial del Estado.
El ejercicio referido en los párrafo precedentes, tiene un sustento lógico, en necesario que se formule una iniciativa, y que el Congreso del Estado apruebe el ajuste a la alza de las cuotas y tarifas, pues ello significa reformar la Ley de Cuotas y Tarifas para el ejercicio fiscal de que se trate.
En ese orden de ideas, a juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, el artículo Sexto Transitorio de la ley de Cuotas y Tarifas, establece una obligación a cargo del prestador de servicios, el organismo operador en nuestro caso, de realizar el ejercicio de indexar, esto es de registrar ordenadamente datos e información para elaborar un índice, relativo al incremento del índice nacional de precios al productor, referido a las cuotas y tarifas del servicio de agua potable, cuyo objetivo es detectar cuando se han incrementado en más de un cinco por ciento, a efecto de que pueda formular y justificar ante el Congreso del Estado la iniciativa de reforma a la Ley de Cuotas y Tarifas, en la que se refleje un ajuste a la alza de las cuotas y tarifas.
Ahora bien, en modo alguno se puede interpretar que el artículo Sexto transitorio es una clausula habilitante para que el Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez aplique un ajuste a la alza a las cuotas y tarifas, habida cuenta, que la tarifa como elemento esencial del impuesto, debe provenir de un órgano material y formalmente  Legislativo, a efecto de satisfacer el principio de legalidad tributaria previsto en el artículo 31 fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; una interpretación en sentido contrario, sería contraria al texto de la Constitución, y por tanto inválida.
Ahora bien, en la contestación de la demanda, la Autoridad Demandada señala que es infundado lo que planta la Parte Actora, en el sentido de que la indexación únicamente para las cuotas y tarifas de agua potable; atentos a dos razonamientos: a) Que la indexación es contribuir a los objetivos del Organismo (INTERAPAS) de ser autosuficiente en la operación, el mantenimiento y la administración de los sistemas, lo que implica las redes hidráulica, sanitaria, pozos medidores y otros, y no únicamente el servicio de agua; y b) Que el Organismo sustenta la aplicación de la indexación en la actualización de las contribuciones previsto en el artículo 9 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria lo argumentado por la Autoridad Demandada es infundado, ya que por una parte, aduce cuestiones que carecen de sustento legal, y por otra parte, pretende equiparar el ejercicio de indexar, al ejercicio de actualización de contribuciones que son diferentes.

En efecto, la Autoridad Demandada señala que el ejercicio de indexar es contribuir a los objetivos del Organismo (INTERAPAS) de ser autosuficiente en la operación, el mantenimiento y la administración de los sistemas, lo que implica las redes hidráulica, sanitaria, pozos medidores y otros, y no únicamente el servicio de agua; cuestión que carece de todo sustento, ya que dichas consideraciones no se encuentran  ni en la exposición de motivos, ni las disposiciones ordinarias y transitorias de la Ley de Cuotas y Tarifas, por lo que carecen de sustento legal.
Adicionalmente se debe decir, que se trata de argumentos para justificar la interpretación del artículo Sexto transitorio de la Ley de Cuotas y Tarifas, como una cláusula habilitante para ajustar a la alza las cuotas y tarifas, interpretación que resulta contraria al principio de legalidad tributaria contenido en el artículo 31 fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Por otra parte, la Autoridad Demandada pretende confundir el ejercicio de indexar, con el ejercicio de actualizar las contribuciones, que son cuestiones diferentes atendiendo a su finalidad, ya que la primera, se refiere a la adquisición y procesamiento de datos, tendientes a registrar ordenadamente datos e información para elaborar un índice, relativo al incremento del índice nacional de precios al productor, referido a las cuotas y tarifas del servicio de agua potable, cuyo objetivo es detectar cuando se han incrementado en más de un cinco por ciento, a efecto de que pueda formular y justificar ante el Congreso del Estado la iniciativa de reforma a la Ley de Cuotas y Tarifas, en la que se refleje un ajuste a la alza de las cuotas y tarifas.

Y por su parte la actualización, que está prevista en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, se refiere al ajuste monetario de la contribución cuyo pago no realizó dentro del plazo legalmente establecido.

Adicionalmente, se debe decir, que al tratarse de cuestiones diferentes, resulta erróneo que se pretenda hacer ver, que el legislador ordenó que se realizara una Actualización de contribuciones en un artículo transitorio de la Ley de Cuotas y Tarifas y que dicha encomienda se hiciera bajo el término “indexarán”; pues una disposición así carece de sentido, puesto que la actualización de contribuciones está prevista en al artículo 9 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, por lo que resultaría ocioso establecer otra disposición jurídica que reitere esa obligación.
Por otra parte, la Autoridad Demandada formula un argumento en el sentido de que la Parte Actora pretende la exención en el pago de contribuciones, y la indexación es aplicable a todas las cuotas y tarifas de la Ley de Cuotas y Tarifas, y la exención de contribuciones está prohibida por el artículo 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como que la Ley no indica diferenciación para que la indexación se aplique únicamente a las cuotas de los artículos 4, 5 y 6 de la Ley de Cuotas y tarifas.
Al respecto se debe decir que el argumento resulta infundado, ya que como se ha establecido con antelación, de la literalidad del artículo Sexto transitorio de la Ley de Cuotas y Tarifas, se advierte con meridiana claridad, que acción de indexar está referida concretamente a las cuotas y tarifas del servicio de agua potable en sus modalidades de doméstico, comercial público e industrial, tanto en cobro fijo como en servicio medido, que están contenidas en los artículos 4, 5 y 6 de la Lay de Cuotas y Tarifas.
Por otra parte, el argumento de la Autoridad Demandada es infundado, en cuanto señala que la Parte Actora pretende la exención de contribuciones, lo que resulta esencialmente infundado, en cuanto tomamos en consideración, que la Parte Actora lo que pretende es que se le cobre adecuadamente y conforme a las disposiciones legales la contribución referente a los derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollo urbanos, a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí.
En un diverso argumento, la Autoridad Demandada sostiene que todos los argumentos de la Parte Actora se refieren a interpretación de la Ley, y no de legalidad, y que en todo caso la indexación fue aprobada por el Congreso del Estado y publicada en el Periódico Oficial del Estado, por lo cual las cantidades que obran en la Ley de Cuotas y Tarifas varían de acuerdo a la Indexación.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria el argumento de la Autoridad Demandada es infundado, habida cuenta que el artículo Sexto Transitorio de la Ley de Cuotas y Tarifas, no tiene el sentido que pretende darle la Autoridad Demandada, en cuanto a que le permite ajustar a la alza las cuotas y tarifas de la ley; sino que se refiere a una obligación a cargo de la autoridad, cuyo cumplimiento le permitiría pedir y justificar ante el Congreso del Estado un ajuste a la alza de las cuotas y tarifas.

Para cerrar lo relativo a los argumentos de la autoridad, se debe señalar, que los argumentos en que se hace referencia a la interpretación de disposiciones jurídicas, se trata de argumentos que cuestionan la legalidad del acto, puesto que cuestionan el sentido que se le dio a determinada disposición dentro de la resolución impugnada; de ahí que lo señalado por la Autoridad Demandada sea infundado.

Ahora bien, como se adelantó esencialmente le asiste la razón a la Parte Actora, ya que efectivamente para realizar el cobro de la contribución relativa a los derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollo urbanos, a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí; indebidamente se aplicó en su perjuicio un ajuste a la alza de las tarifas previstas en la Ley de Cuotas y Tarifas.
Sobre el particular, no existe Litis, ya que la Parte Actora afirma que así sucedió, versión que es confirmada por la Autoridad Demandada en la contestación de la demanda.

Ahora bien, de la simple lectura del acto impugnado, y las tablas tarifarias previstas en el artículo 16 de la Ley de Cuotas y Tarifas, para viviendas unitarias, se advierte que las tarifas aplicadas en la resolución determinante del crédito fiscal, no corresponde a las previstas en la Ley de Cuotas y Tarifas, tal y como se expresa en la siguiente tabla:

VIVIENDA TIPO TRADICIONAL

	CONCEPTO
	CUOTA Y/O TARIFA ESTABLECIDA EN LEY.
	CUOTA Y/O TARIFA APLICADA EN LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA

	MEDIO 

(Tradicional: vivienda de más de 50 hasta 105 m2 de construcción) 
	$ 12,091.19
	$12,823.78


VIVIENDA TIPO TRADICIONAL

	CONCEPTO
	CUOTA Y/O TARIFA ESTABLECIDA EN LEY.
	CUOTA Y/O TARIFA APLICADA EN LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA

	CONEXIÓN A LA RED DE AGUA POTABLE
	$ 4,992.61
	$5,295.10

	CONEXIÓN A LA RED DE DRENAJE SANITARIO
	$848.74
	$900.16

	TRATAMIENTO

(22% CONEXIÓN A LA RED DE AGUA POTABLE)
	$1,098.37
	$1,164.19

	MEDIDORES
	$750.00
	$795.44

	DERECHOS DE EXTRACCIÓN
	$3,938.31
	$4,176.93

	INFRAESTRUCTURA ADICIONAL
	$1,886.20
	$2,000.48


Lo anterior, se advierte, es producto de haber incrementado las tarifas previstas en la Ley de Cuotas y Tarifas, mediante el ejercicio de indexación, y reflejarlo así en la resolución determinante del crédito fiscal.
Así las cosas, la resolución determinante del crédito fiscal impugnada, resultó ilegal por haberse dictado en contravención a las disposiciones legales aplicables, concretamente las contenidas en concretamente las contenidas en el artículo 16 de la ley de Cuotas y Tarifas, razón a lo cual se actualiza la causal de ilegalidad prevista en el artículo 250 fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
3.- En el tercero de los conceptos de impugnación, la Parte Actora se duele de que en la resolución determinante del crédito fiscal, indebidamente se le determinó el pago de derecho por concepto de Tratamiento de Aguas Residuales, respecto del cual niega lisa y llanamente encontrarse en la hipótesis legal de causación, ya que por una parte no está previsto en los derechos por incorporación de nuevos fraccionamientos a que se refiere el artículo 16 de la Ley de Cuotas y Tarifas, y que el artículo 11 de la misma Ley que refiere a la conexión al servicio de tratamiento de aguas residuales, no establece como sujeto al fraccionador, por lo que no puede suponerse  o asumirse como sujeto de la contribución, además que es inviable el cobro del servicio por conexión al tratamiento de aguas residuales, si las aguas residuales son conducidas por el drenaje, y el citado artículo 16 prevé el pago de la conexión al drenaje.
A juicio del Suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, lo planteado por la Parte Actora, resulta fundado.
En efecto, tal y como lo aduce la Parte Actora, en el artículo 16 de la Ley de Cuotas y tarifas, el tratamiento de aguas residuales, no está previsto como componente de los derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollo urbanos, a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, pues los componentes son los siguientes: a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de Drenaje; c) Derechos de extracción; y d)  Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo).
Ahora bien, los artículos 11 y 12 de la Ley de Cuotas y tarifas, que se refieren a los derechos por servicios de tratamiento de aguas residuales, establecen literalmente lo siguiente:
“ARTÍCULO 11. Las cuotas o tarifas por conexión y servicio de tratamiento de aguas residuales se pagarán por un monto equivalente del 22% de la cuota correspondiente por conexión a la red de agua potable, independientemente de los costos derivados por los trabajos necesarios para hacer la conexión a la red de drenaje.

ARTÍCULO 12. Para cubrir el servicio de tratamiento de aguas residuales, se aplicará un 22% sobre el monto del consumo del servicio de agua potable y lo pagará el usuario en el recibo del agua.”
De los artículos transcritos, se advierte, que el sujo obligado al pago de los derechos por tratamiento de aguas residuales, es el usuario del servicio de agua potable.
Esta interpretación, es compartida por la Autoridad Demandada, en cuanto señala en la contestación de la demanda, que se la conexión al servicio de tratamiento de aguas residuales se cobra al usuario al momento de la contratación.
Por tanto, tal y como lo aduce la Parte Actora, no es sujeto obligado al pago de la conexión al servicio de tratamiento de aguas residuales, que le fue cobrado en la resolución determinante del crédito fiscal.

No pasa desapercibido, que la Autoridad Demandada argumenta que el pago de derechos por concepto de “tratamiento de aguas residuales”, de acuerdo con los artículos 11 y 12 de la Ley de Cuotas y Tarifas, y los artículos 136 y 159 párrafo segundo de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, se trata de dos cuotas, una la que paga el Fraccionador conforme al citado artículo 159, y la otra que paga el usuario al momento de la contratación en términos del citado artículo 136, ambos de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí.

A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, el argumento es infundado, ya que la propuesta de la Autoridad Demandada, se refiere a un doble cobro por la conectividad al servicio de tratamiento de aguas residuales, puesto que considera la conectividad al servicio de tratamiento de aguas residuales,  lo pague el fraccionador o desarrollador, y posteriormente el Usuario, es decir quien adquiera la vivienda, lo que carece de sustento, sobre todo considerando que el artículo 16 de la Ley de Cuotas y Tarifas, no prevé el pago por conectividad al tratamiento de aguas residuales a cargo del fraccionador.
Así las cosas, la resolución determinante del crédito fiscal impugnada, resultó ilegal por haberse dictado en contravención a las disposiciones legales aplicables, concretamente las contenidas en concretamente las contenidas en los artículos 11, 12 y 16 de la ley de Cuotas y Tarifas, razón a lo cual se actualiza la causal de ilegalidad prevista en el artículo 250 fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
En esas circunstancias, al haber resultados fundados los conceptos de impugnación hechos valer por la Parte Actora, actualizándose la causal de ilegalidad prevista en el artículo 250 fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la ilegalidad del acto impugnado, cuando es dictado en contravención a las disposiciones legales aplicables; lo conducentes es decretar la ilegalidad e invalidez del acto y anularlo.
En consecuencia, con fundamento en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en El oficio número IN/DC/0686/22, de fecha treinta de junio de dos mil veintidós, emitido por el Director de Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, que contiene la resolución determinante del crédito fiscal, por los derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollo urbanos, a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, para 78 setenta y ocho tomas de agua del Macrolote 7, del Desarrollo Inmobiliario “El Toro”, ubicado en Soledad de Graciano Sánchez; por lo que se decreta su NULIDAD PARA EFECTOS, y se le deja sin efecto legal alguno.
En ese tenor a efecto de restituir a la Parte Actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, en términos de lo dispuesto por el artículo 251 párrafo primero del citado Código, se ordena a las Autoridades Demandadas que emita una nueva resolución debidamente fundada y motivada en la que:
1. Se abstenga de establecer un doble cobro de los derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollo urbanos, a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, y de acuerdo con lo resuelto en la presente Sentencia, individualice de manera fundada y motivada la tarifa aplicable al caso concreto, la que deberá ubicarse dentro del rango de mínimo y máximo establecido en las dos primeras tablas tarifarias del artículo 16 de la Ley de Cuotas y Tarifas;
2. Se abstenga de establecer el cobro del concepto “servicio de tratamiento de aguas residuales”, porque el fraccionador o desarrollador no es sujeto de dicha contribución;
3. Se abstenga de realizar cualquier ejercicio que represente un incremento o ajuste a la alza sobre los montos de las cuotas y tarifas; por lo cual se debe limitar a aplicar las tarifas correspondientes, conforme los montos previstos en la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios del Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez, para el ejercicio fiscal 2022 dos mil veintidós, publicado en el Periódico Oficial del Estado del 28 veintiocho de diciembre de 2021 dos mil veintiuno; y
4. Se ordene y realice la devolución a la Parte Actora de lo pagado indebidamente.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción III Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 248, 249, 250 fracción IV, 251, 252, 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en el oficio número IN/DC/0686/22, de fecha treinta de junio de dos mil veintidós, emitido por el Director de Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez; por lo que se decreta su NULIDAD PARA EFECTOS, de acuerdo con las consideraciones, fundamentos, motivos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de la presente Sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por buzón electrónico a las Autoridades Demandadas.
Así lo resolvió y firma el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola quien actúa con Secretario de Acuerdos licenciado Ismael Méndez Hernández que autoriza y da fe.
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.”
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